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Sentencia

Ciudad de México, tres de marzo de dos mil 
veintiséis.

Vistos para resolver los autos del juicio oral mercantil 

506/2025; y,

R E S U L T A N D O S:

PRIMERO. Por escrito presentado en la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en 

Materia de Extinción de Dominio con Competencia en la 

República Mexicana y Especializados en Juicios Orales 

Mercantiles en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de 

México, el uno de julio de dos mil veinticinco,   ***** 

******
**** 
******
** ** 

************

*** 
******
** ** 
******
* 

********, por conducto de su apoderado  ** ******* ****** 

******* demandó en la vía oral mercantil de  ***** 

********* ******* ******** ******** *********** ** ***** 

********* ***** ********** ********* ****** , las 

prestaciones que en síntesis son las siguientes:

A. La declaración judicial de nulidad de una operación 
realizada el veintiuno de mayo de dos mil veinticinco, 
por la cantidad de $275,500.00 (doscientos setenta y 
cinco mil quinientos pesos 00/100 moneda nacional), 
con cargo a la cuenta terminación ****, a nombre de la 
actora.

B. El reembolso de la cantidad antes mencionada.

C. El pago de los intereses legales que haya generado 
la cantidad antes mencionada.

D. El pago de gastos y costas.

Como hechos fundatorios de su acción, expresó los 

contenidos en el escrito inicial de demanda y que se tienen 

aquí por reproducidos en obvio de repeticiones 

innecesarias.
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La demanda fue remitida —por razón de turno— al 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Extinción de 

Dominio con competencia en la República Mexicana y 

Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer 

Circuito, con sede en la Ciudad de México.

SEGUNDO. Admisión y trámite. Por auto de once de 

julio de dos mil veinticinco, se admitió a trámite la demanda 

en la vía oral mercantil; se ordenó emplazar a la parte 

demandada para que dentro del plazo de nueve días 

presentara su contestación por escrito e hiciera valer las 

excepciones y defensas que estimara pertinentes; 

asimismo, se tuvieron por anunciadas las pruebas de la 

parte actora, en términos del artículo 1390 Bis 13 del 

Código de Comercio.

TERCERO. Contestación de demanda. En proveído 

de veintiocho de agosto de dos mil veinticinco, se tuvo a la 

institución bancaria contestando en tiempo y forma la 

demanda instaurada en su contra, por anunciadas sus 

pruebas y por opuestas las excepciones que hizo valer con 

las que se dio vista a la actora por el plazo de tres días 

para que manifestara lo que a sus intereses conviniera, sin 

que realizará manifestación alguna.

CUARTO. Desahogo de vista parte actora. 
Mediante auto de cuatro de septiembre de dos mil 

veinticinco, se tuvieron por hechas las manifestaciones de 

la parte actora respecto de las excepciones y defensas 

opuestas por la demandada; asimismo, se le tuvo 

ampliando el cuestionario relativo a la prueba pericial 

ofrecida por su contraparte y designando perito.

QUINTO. Audiencia preliminar. El treinta de 

diciembre de dos mil veinticinco, se llevó a cabo la 

audiencia preliminar al tenor del acta respectiva, en la que 

se depuró el procedimiento y se proveyó sobre las pruebas 
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ofrecidas por las partes, las cuales fueron debidamente 

admitidas en los términos ahí precisados. 

SEXTO. Audiencia de juicio. El veinticuatro de 

febrero de dos mil veintiséis, se celebró la audiencia de 

juicio en la que se desahogaron las pruebas admitidas; y, 

el tres de marzo siguiente, se declaró visto el asunto y se 

citó a las partes para oír la sentencia correspondiente.

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. Competencia. La suscrita es competente 

para conocer y resolver el presente juicio. Dicha 

competencia deriva de los artículos 104, fracción II de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 49, 

50 y 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación y 1339 y 1390 Bis a 1390 Bis 49 del Código de 

Comercio, así como en los Acuerdos Generales 03/20131 y 

28/20202 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal.

SEGUNDO. Procedencia de la vía. El artículo 10493 

del Código de Comercio establece que las controversias 

derivadas de actos mercantiles deben ventilarse en juicio 

mercantil. En la vía oral se tramitarán todas las contiendas 

que no tengan especial tramitación ni cuantía 

indeterminada, de conformidad con el numeral 1390 bis de 

1 Relativo a la determinación y límites territoriales de los circuitos en que se 
divide el territorio de la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción 
territorial y especialización por materia de los Tribunales Colegiados y Unitarios 
de Circuito y de los Juzgados de Distrito.

2 Relativo a la transformación de los Juzgados Cuarto, Quinto, Séptimo y 
Octavo de Distrito en Materia Mercantil Especializados en Juicios de Cuantía 
Menor con sede en la Ciudad de México, y del Juzgado Tercero de Distrito del 
Centro Auxiliar de la Primera Región especializado en extinción de dominio con 
jurisdicción en la República Mexicana, en Juzgados Primero, Segundo, Tercero, 
Cuarto y Quinto de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con competencia 
en la República Mexicana y especializados en Juicios Orales Mercantiles en el 
Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México, respectivamente; a la 
creación del Juzgado Sexto de Distrito con la misma semiespecialidad y 
residencia; la oficina de correspondencia común que les prestará servicio, así 
como a las reglas de turno, sistema de recepción y distribución de asuntos; y 
que reforma los similares 20/2009, que crea el Centro Auxiliar de la Primera 
Región, así como los Órganos Jurisdiccionales que lo integrarán.

3 Artículo 1049.- Son juicios mercantiles los que tienen por objeto ventilar y 
decidir las controversias que, conforme a los artículos 4o., 75 y 76, se deriven 
de los actos comerciales. 
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la legislación en cita. Ahora, en el juicio se demanda la 

nulidad de una operación cargada a una cuenta bancaria, 

lo que se considera como mercantil en términos del 

artículo 75, fracción XIV del código descrito.4 Por tanto, se 
concluye que el juicio promovido en la vía oral 
mercantil es procedente. 

TERCERO. Legitimación. Previo al estudio de fondo 

se analiza la legitimación de las partes, por ser un 

presupuesto procesal de estudio oficioso.

La parte actora comparece a solicitar la declaración 

judicial de nulidad absoluta de la operación realizada sobre 

la cuenta con terminación ****, de la cual es titular y que 

se encuentra reflejada en el estado de cuenta del periodo 

del uno al veintitrés de mayo de dos mil veinticinco, 

exhibido por ésta con su escrito de demanda. De ahí que 

se encuentre legitimada en este asunto.

La legitimación pasiva en la causa se surte porque 

quedó acreditada la existencia de la relación contractual 

entre las partes, esto es, celebraron un contrato de 

depósito bancario, ello, toda vez que así lo manifestaron en 

sus escritos de demanda y contestación, aunado a que 

estuvieron de acuerdo en tener ese aspecto como un 

hecho no controvertido.

CUARTO. Litis. De la lectura a la demanda y su 

contestación, se desprende que la litis en el asunto se 

constriñe en determinar si asiste razón y derecho a la parte 

actora para que se declare la nulidad absoluta de la 

operación materia de la controversia, porque señala que no 

la realizó, ni autorizó.

O en su defecto, como lo señala la institución 

bancaria, en el caso es procedente absolverla de cumplir 

4 Artículo 75.- La ley reputa actos de comercio: 
[…] 
XIV. Las operaciones los bancos;
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con las prestaciones reclamadas, porque la operación 

controvertida se realizó con la autorización de la 

accionante a través de los medios electrónicos y sus 

claves de acceso.

QUINTO. Estudio de la acción. Una vez fijada la litis, 

se procede al estudio de la acción planteada.

Tomando en cuenta lo anterior, se obtiene que los 

elementos de la acción de nulidad intentada son los 

siguientes:

1. La existencia de la relación contractual entre las 
partes.

2. La existencia de la operación que se pretende 
nulificar.

3. La ausencia de consentimiento o autorización 
de la parte actora para efectuar la transacción 
controvertida.

El primer y segundo elemento de la acción se 

encuentran acreditados, en virtud de que el primero es un 

hecho no controvertido acordado en la audiencia 

preliminar.

En cuanto a la existencia de la operación 

controvertida, la misma se encuentra reflejada en el estado 

de cuenta del periodo del uno al veintitrés de mayo de dos 

mil veinticinco, expedido por la demandada.

El tercer elemento de la acción consistente en la 

ausencia de consentimiento o autorización de la parte 

actora para efectuar la transacción controvertida, también 

quedó demostrado por lo siguiente:

Al respecto, la demandada opuso diversas 

excepciones con la finalidad de destruir la acción intentada, 
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las cuales deben estudiarse en este apartado a fin de dar 

sustento al fallo que se emite.

En la de improcedencia de la acción de nulidad 
absoluta de la transferencia electrónica, la de 

responsabilidad del cliente por las operaciones objeto 
de la litis y la derivada del artículo 78 del Código de 
Comercio, la demandada expuso en esencia que de 

acuerdo a lo pactado en el contrato que dio origen a la 

relación contractual, la accionante aceptó la 

responsabilidad sobre el uso, riesgo y alcance de los 

servicios y operaciones que se prestan en banca 

electrónica; de ahí que al reconocer tácitamente la actora 

que obraba en su poder el plástico y dispositivo electrónico 

con el que se realizó la operación, es evidente que la 

transacción no fue realizada por la demandada, aunado a 

que no existe reporte de robo o extravío de esos medios 

electrónicos.

Por ello, aduce que la operación reclamada es 

atribuible únicamente a la actora, en cuanto a su 

realización mediante medios electrónicos.

Ahora bien, en primera instancia es importante 

destacar que al resolver la contradicción de tesis que dio 

origen a la jurisprudencia 17/2021 (10ª), la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que 

en tratándose de transferencias electrónicas bancarias, 

cuando se reclame su nulidad, el deber probatorio de 

acreditar que fue el cuentahabiente quien las realizó con 

sus datos de autenticación corresponde a las instituciones 

de crédito; en virtud de que a diferencia de los usuarios, 

éstas cuentan con mayor facilidad para acceder a la 

información relevante que dé cuenta de las operaciones 

controvertidas, en atención a la obligación de resguardo de 

la información que les asiste en términos de la sección 
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quinta, del capítulo X, de las Disposiciones de Carácter 

General aplicables a las Instituciones de Crédito.

Además, la institución financiera tiene que acreditar 

los procedimientos de identificación que se utilizaron 

durante la transacción y que fueron acordados con el 

usuario, cuyo valor está condicionado a la fiabilidad del 

método utilizado en el momento en que se realizaron las 

operaciones cuestionadas, lo anterior debido a que 

actualmente se conocen diversas maneras para poder 

obtener fraudulentamente datos de los clientes o 

vulnerarse el contenido electrónico para realizar 

transacciones sin el consentimiento de los usuarios.

Asimismo, corresponde a la parte demandada 

acreditar que el sistema operó de acuerdo al 

procedimiento y a la normatividad establecida en las 

referidas Disposiciones de Carácter General aplicables a 

las Instituciones de Crédito, al momento de llevar a cabo 

las transacciones impugnadas; consecuentemente, que el 

sistema electrónico en sí mismo no fue vulnerado por 

algún agente externo y que no se tuvo conocimiento de 

incidentes que pudieran comprometer los datos del 

cuentahabiente.

Para tal efecto, se transcribe el contenido de la tesis 

1a./J. 17/2021 (10a.):5

“TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS 
BANCARIAS. CUANDO SE RECLAME SU 
NULIDAD, CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN 
BANCARIA DEMOSTRAR QUE SE SIGUIERON LOS 
PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS 
NORMATIVAMENTE PARA ACREDITAR SU 
FIABILIDAD. Hechos: Los Tribunales Colegiados de 
Circuito contendientes sostuvieron posturas distintas 
respecto a quién correspondía demostrar, en un juicio 
de naturaleza mercantil, la fiabilidad del mecanismo 

5 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 1, 
mayo de 2021, Tomo II, página 1752, registro digital 2023157.
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por el cual se efectuaron transferencias electrónicas 
de recursos mediante la utilización de plataformas 
digitales; así, uno estimó que cuando el 
cuentahabiente niega haber dado su autorización al 
banco para realizar la transferencia y la institución de 
crédito afirma que sí recibió la instrucción, 
corresponde al primero demostrar que el sistema que 
opera las firmas electrónicas carece de fiabilidad y, 
por tanto, que su cuenta fue saboteada 
electrónicamente; mientras que el otro sostuvo lo 
contrario, es decir, que corresponde a la institución 
bancaria soportar la carga probatoria de acreditar que 
las mismas se realizaron mediante el uso de los 
elementos de seguridad empleados para garantizar la 
certeza de las operaciones. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determina que no puede 
presumirse la fiabilidad de la banca electrónica a 
partir de la mera acreditación de que una 
transferencia se llevó a cabo utilizando un 
determinado mecanismo de autenticación por 
parte del usuario. Al respecto, se establece que 
dicha presunción solamente se puede obtener una vez 
que la institución bancaria demuestre haber seguido el 
procedimiento exigido por las disposiciones de 
carácter general, aplicables a las instituciones de 
crédito, emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores. En ese sentido, una vez acreditado que se 
siguió debidamente el procedimiento normativamente 
exigido de la institución financiera para la operación 
impugnada y que no se tuvo conocimiento de 
incidentes que comprometieran los datos del 
cuentahabiente, sólo entonces la carga de la prueba 
se le revertirá al usuario quien tendrá el deber de 
desvirtuar lo aportado por aquélla.

Justificación: Las disposiciones aludidas establecen la 
previsión de contenidos mínimos para el 
funcionamiento de la banca electrónica tratándose de 
las transferencias de recursos, dentro de los que 
destacan: a) la introducción de mecanismos complejos 
de autenticación del usuario divididas en cuatro 
categorías; b) el establecimiento de operaciones con 
las cantidades dinerarias máximas que pueden 
llevarse a cabo bajo determinado medio de 
autenticación; c) la necesidad de registrar 
previamente las cuentas de destino, así como el 
periodo mínimo que debe transcurrir antes de poder 
realizar la transferencia, según sea el caso; y, d) la 
obligación de generar comprobantes y notificar al 
usuario de las transacciones. Sin embargo, a partir de 
que actualmente se conocen diversas maneras de 
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poder obtener fraudulentamente datos de los 
clientes o vulnerarse contenido electrónico para 
realizar operaciones sin el consentimiento de los 
usuarios, la presunción en el sentido de que las 
transferencias mediante mecanismos electrónicos son 
infalibles no puede prosperar, por lo que no es posible 
trasladar, en un primer momento, la carga de la 
prueba al usuario del servicio; máxime si se 
considera la tecnicidad de los sistemas digitales 
por medio de los cuales se presta el servicio de la 
banca electrónica lo que representa un obstáculo 
excesivo a efecto de que el usuario del servicio 
pudiera demostrar su pretensión, además de que el 
banco es quien cuenta con la infraestructura necesaria 
para generar la evidencia presentada ante los órganos 
jurisdiccionales. De manera tal que la institución 
financiera es quien debe acreditar que los 
procedimientos de identificación que fueron 
utilizados durante la transacción y que fueron 
acordados con el usuario se emitieron 
correctamente, además de la fiabilidad del 
procedimiento que se utilizó para autorizar la 
transacción. Consecuentemente, una vez 
acreditado que se siguió el procedimiento 
normativamente exigido de la institución 
financiera para la operación impugnada y que no 
se tuvo conocimiento de incidentes que 
comprometieran los datos del cuentahabiente, 
sólo entonces la carga de la prueba se revertirá al 
usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo 
aportado por aquélla, sin que lo anterior implique la 
imposición a los bancos de una carga imposible 
consistente en la demostración de la fiabilidad 
abstracta de todo su sistema ante cualquier tipo de 
riesgo, sino sólo de aquellos que se pudieran llegar a 
materializar”.

En su justificación, señala que tratándose de 

transferencias de recursos por medios electrónicos, deben 

observarse contenidos mínimos, dentro de los que 

destacan: a) la introducción de mecanismos complejos de 

autenticación del usuario divididas en cuatro categorías; b) 

el establecimiento de operaciones con las cantidades 

dinerarias máximas que pueden llevarse a cabo bajo 

determinado medio de autenticación; c) la necesidad de 

registrar previamente las cuentas de destino, así como el 

periodo mínimo que debe transcurrir antes de poder 
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realizar la transferencia; y, d) la obligación de generar 

comprobantes y notificar al usuario de las transacciones.

Sin embargo, también dispone que no basta cumplir 

con lo establecido con antelación, dado que actualmente 

se conocen diversas maneras de poder obtener 

fraudulentamente datos de los clientes o vulnerarse 

contenido electrónico para realizar operaciones sin el 

consentimiento de los usuarios, por lo que la presunción en 

el sentido de que las transferencias mediante 
mecanismos electrónicos son infalibles no puede 
prosperar, sin que previamente el banco demuestre 
además de los contenidos mínimos antes precisados, 
la fiabilidad del procedimiento que se utilizó para 
autorizar las transacciones controvertidas, esto es, 

acreditar que se siguió el procedimiento normativamente 

exigido a la institución financiera para las operaciones 

impugnadas y que no se tuvo conocimiento de incidentes 

que comprometieron los datos del cuentahabiente por lo 

hace a las transacciones.

En ese sentido, al ser el banco quien cuenta con la 

infraestructura necesaria para justificar la forma en la cual 

se registraron las operaciones materia de la litis, 

corresponde a éste acreditar que los procedimientos de 

identificación que fueron utilizados durante la transacción 

se emitieron correctamente, además de la fiabilidad del 

procedimiento que se utilizó para autorizarla, 

considerando la tecnicidad de los sistemas digitales 

por medio de los cuales presta el servicio de banca 

electrónica.

Ahora bien, para acreditar que la trasferencia materia 

de la controversia se realizó con el ingreso de los datos de 

autenticación de la actora, la demandada ofreció diversas 

pruebas, de las cuales fueron admitidas en audiencia 

preliminar, las siguientes:
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1. Confesional a cargo de la actora. 

2. Pericial en materia de informática. 

3. Copia certificada del estado de cuenta por los 

periodos de los meses de abril, mayo y junio, todos de dos 

mil veinticinco, relativo a la cuenta terminación 5419, así 

como el comprobante electrónico SPEI relativo a la 

operación controvertida. 

4. Impresión de las bitácoras de operaciones digitales 

correspondiente a la operación reclamada de veintiuno de 

mayo de dos mil veinticinco. 

5. Presuncional en su doble aspecto, legal y humana. 

6. Instrumental de actuaciones. 

7. Hoja de datos relativo a la cuenta de cheques 

terminación ****. 

8. Carátula del producto “Depósito bancario de dinero 

a la vista” (cuenta Santander Pyme), en la que aparece 

como titular de la cuenta la actora. 

9. Copia certificada de tres solicitudes de entrega 

electrónica de veinte de marzo de dos mil veinticinco del 

contrato marco de prestación de servicios bancarios y 

financieros múltiple a través de medios electrónicos. 

10. Instrumento notarial  ******* del protocolo de la 

Notaría Pública 229 de la Ciudad de México, con el que se 

faculta a la persona funcionaria respectiva para certificar 

los documentos exhibidos por la institución demandada.

Sin embargo, de las referidas con los números 7, 8 y 9 

solamente se demuestra la celebración del acuerdo de 

voluntades por parte de ambas litigantes para iniciar la 

relación comercial entre ellas, así como para pactar el uso 

de servicios electrónicos que presta la institución bancaria.
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De la número 3, únicamente se observa la existencia 

de la operación reclamada, así como de diversas 

operaciones que realizó la accionante.

La número 10 sólo tiene como objetivo demostrar la 

facultad de los funcionarios designados por la institución 

bancaria para certificar documentos.

Ahora, la número 4 relativa a la impresión de las 

bitácoras de operaciones digitales correspondiente a la 

operación reclamada, tiene como fin demostrar el 

procedimiento que siguió la operación reclamada, así como 

probar el modo en el que quedó registrada con los datos 

correspondientes, constancias que fueron analizadas por la 

perito en informática, pruebas idóneas para evidenciar la 

carga probatoria a la que está sujeta la enjuiciada.

Debe resaltarse que esas pruebas, desahogadas 

conjuntamente, permiten reflejar la tecnicidad de los 

sistemas digitales por medio de los que se realizó la 

transferencia reclamada, y en virtud de que la documental 

referida contiene diversos tecnicismos respecto a las 

operaciones controvertidas, los cuales no son 

comprensibles para las personas que carecen de 

conocimientos técnicos especiales, ya que contienen la 

impresión del lenguaje propio de la ciencia informática, 

específicamente de programación, que es un lenguaje 

formal diseñado para organizar algoritmos y procesos 

lógicos que serán luego llevados a cabo por un ordenador 

o sistema informático, permitiendo controlar así su 

comportamiento físico, lógico y su comunicación con el 

usuario, es indispensable que el lenguaje de los registros 

de las transacciones se explique y traduzca a los términos 

más claros posibles para la juzgadora por un experto en 

informática, con la finalidad de que interprete el lenguaje 

técnico que contienen las constancias, a fin de ponderar su 

alcance probatorio y obtener elementos claros, razonables 
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y suficientes para valorar y ponderar, que en el momento 

en que se realizó la transferencia controvertida se siguió el 

procedimiento normativamente exigido y que no se tuvo 

conocimiento de incidentes que comprometieran los datos 

del cuentahabiente, esto es, que no se vulneró el sistema o 

procedimiento en el momento en que se realizó la 

transacción materia de la litis.

Apoya lo anterior, por identidad de razón, la 

jurisprudencia I.3o.C. J/3 C (11a.), del Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, registro 

digital: 2025812, Undécima Época, Materia Civil, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación, de contenido 

siguiente:

“LOG DE TRANSACCIONES. PARA QUE EL 
DOCUMENTO CON TECNICISMOS EN MATERIA 
DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN INFLUYA 
EN EL ÁNIMO DEL JUZGADOR Y PUEDA 
DÁRSELE EL VALOR PRETENDIDO POR SU 
OFERENTE, ES NECESARIO QUE SE ACOMPAÑE 
DE LA INTERPRETACIÓN DE UN PERITO EN 
MATERIA DE INFORMÁTICA.

Hechos: En un juicio oral mercantil la parte actora 
demandó de la institución bancaria la nulidad judicial 
absoluta de diversas operaciones bancarias que, a su 
decir, no fueron autorizadas. El Juez de primera 
instancia determinó que con las probanzas que ofreció 
la parte demandada no fue posible determinar que 
existió el consentimiento de la parte actora en la 
realización de los cargos controvertidos, por lo que 
resolvió declarar la nulidad absoluta de las 
operaciones bancarias demandadas.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
determina que para que el documento con tecnicismos 
en materia de tecnologías de la información (log de 
transacciones), influya en el ánimo del juzgador y 
pueda dársele el valor pretendido por su oferente, es 
necesario que se acompañe de la interpretación de un 
perito en materia de informática.

Justificación: Lo anterior, porque la sola exhibición de 
un documento con tecnicismos que no resultan 
comprensibles para el promedio de la población, no 
puede ser suficiente para demostrar que las 
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operaciones que se encuentran insertas en él, fueron 
aprobadas con el consentimiento de la parte que las 
impugna o desconoce en un juicio, por lo que es 
necesario que se acompañe de la debida 
interpretación de un perito en materia de 
informática, en la que se logre explicar con 
claridad el contenido de dicha documental y, con 
ello, determinar sus alcances ya que, de otro 
modo, el juzgador se encuentra impedido para 
conocer la verdadera intención y contenido de 
ésta, al no ser un experto en lenguaje y códigos 
informáticos”.

Expuesto ello, de la pericial en materia de informática 

a cargo de la especialista  ******* ****** ******* , se 

obtuvo que al emitir su dictamen en concordancia con 
la documental antes mencionada, evidenció los aspectos 

siguientes:

La experta refirió que se le concedió el acceso directo 

a la visualización electrónica del sistema de 

almacenamiento de la demandada y le mostraron los logs 

con la información correspondiente a la transferencia 

reclamada; asimismo, que el personal de la institución 

demandada le proporcionó las bitácoras en las que se 

registró el alta de la cuenta de terceros a la que se realizó 

la transferencia materia de la litis.

Al dar contestación al cuestionario propuesto por la 

oferente, señaló que el sistema que se utiliza en el banco 

es el denominado “******” y que las medidas de seguridad 

con las que cuenta, entre otras, son certificados digitales 

emitidos por una entidad certificadora, protección contra 

fraudes electrónicos a través del sistema de encriptación y 

medidas de seguridad personalizadas por empresa y 

usuario basadas en claves y perfiles de acceso; también 

que la operación se encuentra protegida por el uso de 

contraseña dinámica de un solo uso provista por un token.

Ilustró la manera en que el sistema genera avisos 

automatizados a petición del cliente para recibir notificación 
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de operaciones relevantes, los cuales pueden por correo 

electrónico o mediante mensaje de texto y que contienen 

únicamente los últimos números del usuario, de la cuenta a 

la que se da de alta o a la que se transfieren los recursos, 

así como la fecha, hora y cantidades de la operación 

relativa. Posteriormente, mediante un cuadro, señaló la 

fecha, la hora, la cuenta cargo y cuenta destino, así como 

el importe de la transferencia aquí desconocida.

Expone que tuvo acceso a las bitácoras registradas en 

el sistema electrónico donde se almacena la información 

de las operaciones de los usuarios del sistema “******”.

Asimismo, al responder la pregunta siete, señaló el 

supuesto procedimiento que siguió la operación reclamada; 

sin embargo, lo hizo de manera general ya que se limitó a 

asentar datos como el número de usuario, la fecha y hora 

en la que ingresó, y el número de cuenta de tercero.

Concluyó que aparece identificada la dirección IP que 

corresponde al equipo desde el cual se llevaron a cabo las 

operaciones controvertidas y explicó qué es una dirección 

IP; señaló desde qué dirección IP se llevaron a cabo las 

operaciones; indicó que es un usuario y con qué medidas 

de seguridad cuenta éste; indicó que el cargo se hizo con 

el usuario registrado a nombre del apoderado de la actora 

en el sistema del banco.

Señaló que para realizar la operación controvertida se 

utilizó el token que tiene asignado la parte actora; 

asimismo, precisó que para la realización de la operación 

electrónica materia de la litis, se introdujeron 

correctamente en el sistema el número de contrato, el 

código de usuario, la contraseña y claves confidenciales 

del dispositivo electrónico token de la parte actora; señaló 
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que uno de los mecanismos de seguridad establecidos en 

la banca electrónica para efectos de evitar la intromisión en 

cuentas de los usuarios registrados, se trata del bloqueo 

de la contraseña si se realizan tres intentos fallidos. 

Cuestiones que reiteró en sus conclusiones.

Al exponer sus conclusiones de manera verbal, y al 

responder el cuestionamiento de la parte actora respecto 

del ingreso del número de contrato para efectuar la 

operación controvertida, respondió que la accionante 

ingresó correctamente el número de contrato; sin embargo, 

la perito fue omisa en señalar cuál era ese, lo que no tuvo 

congruencia con lo respondido en la pregunta veintitrés del 

cuestionario propuesto por la oferente de la prueba.

También, al cuestionarle lo relativo al envío de 

notificaciones de la transacción reclamada, dijo que sí se 

enviaron, sin embargo dentro del dictamen no fue expuesto 

tal aspecto; además, al contestar los cuestionamientos de 

la actora, la propia especialista refirió que no tuvo a la 
vista el  apartado correspondiente de notificaciones.

Así, el cúmulo de las respuestas dadas resultan por 

una parte genéricas y por otra, incongruentes.

Ello, porque en primer lugar no existe certeza de que 

la información que analizó coincida fielmente con la que 

obra en el sistema del banco, ya que aunque haya 

señalado que en la visita a las instalaciones de la 

demandada se le puso a la vista la bitácora de 

operaciones, lo cierto es que ello fue mediante una 

proyección de datos de los que no se conoce su 

procedencia, ya que esos únicamente fueron manipulados 

por el personal del banco; empero, no hay certeza de que 

coincidan fielmente con los registros de la actora y que 

ellos no fueron manipulados o alterados.
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Máxime que ello concuerda con lo expuesto por 

****** ******** ********* , perito designado por la 

accionante, quien al exponer de manera verbal sus 

conclusiones, enfatizó que en la diligencia que se llevó en 

las instalaciones del banco demandado, únicamente se le 

mostró un “documento PDF”, en donde solo constan 

impresiones de pantalla de las bitácoras de la operación 

reclamada.

De lo que se colige que los peritos no tuvieron acceso 

al sistema, sino únicamente a archivos previamente 

elaborados de los que no se tiene certeza de su obtención.

Además, respecto al procedimiento que explicó la 

perito de la demandada, no aporta elementos que permitan 

revertir la carga de la prueba a la accionante, ya que la 

especialista se limitó a exponerlo de manera genérica y 

asentar datos de los cuales no se necesita un especialista 

para su traducción.

Máxime que esa era la necesidad de su intervención, 

esto es, explicar los tecnicismos del procedimiento seguido 

para efectuar la operación reclamada, así como los pasos 

que ejecutaron la propia transacción.

Lo cual no hizo la perito dentro de la exposición de su 

dictamen; de ahí que sus explicaciones son de carácter 

dogmático que no aportan tecnicismos fielmente 

explicados sobre el proceso seguido, particularmente sobre 

la operación aquí controvertida, y tampoco, sobre la 

fiabilidad de la extracción de la información analizada.

Aunado a lo anterior, es importante destacar que el 

perito de la parte actora, plasmó a foja 36 de su dictamen 

un cuadro respecto del supuesto procedimiento que siguió 

la operación reclamada; empero, al exponer sus 

conclusiones de manera verbal, señaló que ese cuadro 

contenía diversas inconsistencias, dentro de la que 
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destaca el inicio de sesión con un diverso usuario al que 

aparecía en toda la bitácora analizada, esto es, según el 

reporte que mostró, el “ID sesión” que aparece en la fecha 

en la que se realizó la operación reclamada, es el 

identificado como  *********************** ; sin 

embargo, dentro del último inicio de sesión con el que se 

realizó la operación desconocida, fue un ID diverso al 

antes mencionado, a saber, el 

************************.

Cuestiones que permiten deducir que no existe 

información fiable o clara sobre el registro de la operación 

reclamada, o cómo es que el ingreso de sesiones 

simultáneas con diversos ID puede ejecutar operaciones 

electrónicas, máxime que esto último (de acuerdo a lo 

expuesto por el perito) es contrario a la normatividad que 

rige a la institución bancaria, pues señaló que al ejecutar 

un diverso inicio de sesión posterior al ya iniciado y no 

concluido, tendría como efecto cerrar en automático la 

sesión y notificar al cuentahabiente sobre el segundo inició 

de sesión, lo que no sucedió de acuerdo a su análisis.

Aspectos últimos que no fueron controvertidos por la 

parte demandada, ni aun con las preguntas que formuló el 

apoderado de la enjuiciada, pues no se hizo patente 

situación contraria respecto a un segundo inicio de sesión 

con un ID distinto.

Por tanto, el dictamen de la perito designada por la 

demandada es insuficiente al no aportar elementos 

suficientes para demostrar la carga de la prueba a la que 

estaba sujeta la demandada, y por ende, que dicha prueba 

no beneficie a la oferente; caso contrario con el dictamen 

del perito de la accionante que sí aportó elementos de los 

que se puede presumir la inexistencia de fiabilidad sobre la 

obtención de la información recabada, y que de acuerdo a 

lo analizado, existieron dos inicios de sesión que 
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permitieron la realización de las operaciones, aun y cuando 

ello no está permitido ni previsto por las disposiciones que 

rigen a la institución bancaria.

Al no haberse probado el procedimiento que se siguió 

para realizar la transacción controvertida y tampoco la 

fiabilidad de la evidencia digital que se tuvo a la vista por la 

perito y que esta no haya sido contaminada o manipulada, 

es que se determine que la demandada no satisfizo su 

carga probatoria. 

Explicado de otro modo, al no haber demostrado la 

perito de la demandada que la información de los sistemas 

de las institución bancaria se obtuvo de manera fiel a la 

que obraba en los mismos y, que esta logró conservarse, 

es evidente que ello trascendió de manera no favorable a 

la solidez de las respuestas que dio la experta al 

cuestionario propuesto, así como a las conclusiones que 

expuso en relación al procedimiento y la fiabilidad de 
los sistemas del banco.

 Esto último, tiene sustento en el criterio impuesto por 

el Máximo Tribunal del País en el que, al preverse que en 

la actualidad se conocen diversas maneras de obtener 

fraudulentamente datos de los clientes y vulnerarse el 
contenido electrónico para realizar operaciones sin el 
consentimiento de los usuarios, es que se establecieron 

cargas probatorias a las instituciones bancarias a fin de 

evidenciar que en sí mismo el sistema no fue vulnerado y 

que el procedimiento para autorizar la transacción fue 

fiable; por lo que era precisamente eso lo que debía 

evidenciar el especialista de la demandada en este juicio; 

sin embargo, lo expuesto por él en la integridad del 

dictamen, fue insuficiente para acreditar que el 

procedimiento que se siguió al efectuar la operación aquí 

controvertida no tuvo incidentes que comprometieran los 

datos confidenciales de la actora.
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Aspectos que resultaban necesarios porque sólo así la 

demandada acreditaría sus excepciones en el sentido de 

que la transacción reclamada fue efectuada por la 

accionante mediante un proceso de introducción de las 

claves de acceso confidenciales de esta última y, sin que al 

momento de su ingreso el sistema fuera vulnerado; lo cual 

no se logró demostrar en este juicio.

Con lo cual se determina que sí existió falta de 

consentimiento de la actora para realizar la operación 

controvertida y, por tanto, que se tenga por acreditado el 
último elemento de la acción. 

Máxime que con las restantes pruebas ofrecidas por la 

institución bancaria, tampoco se logró acreditar lo aquí 

analizado, ya que la instrumental de actuaciones y de la 

presuncional en su doble aspecto legal y humana, no se 

arrojó evidencia que probara el procedimiento seguido por 

la actora.

Y de la confesional, sólo se obtuvieron aspectos, 

sobre cómo realiza el apoderado del actor operaciones 

bancarias, y que él contaba con sus medios electrónicos 

para realizar operaciones; sin embargo, ello es insuficiente 

para atribuir la realización de las operaciones a la 

demandante.

En esas condiciones, se concluye que la transacción 

reclamada adolece de nulidad absoluta, de conformidad 

con lo previsto en el artículo 2224 del Código Civil Federal, 

de aplicación supletoria al Código de Comercio.

SEXTO. Estudio de las excepciones restantes. 
Previamente a determinar sobre la procedencia o 

improcedencia de las prestaciones reclamadas, 

corresponde dilucidar si la demandada justificó las 

excepciones y defensas que hizo valer, de conformidad 
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con lo dispuesto por el artículo 1194 del Código de 

Comercio, las cuales consisten en las siguientes:

La genérica de falta de acción y derecho es 

infundada, porque no entraña defensa alguna, sino que es 

la simple negación del derecho ejercitado, que tiene como 

efecto arrojar la carga de la prueba a la actora y obligar a 

esta juzgadora a analizar los elementos constitutivos de la 

acción que en esta vía se ejerce; por lo que, ésta se tiene 

por contestada conforme al sentido de la presente 

determinación.

Es aplicable la tesis VI. 2o. J/203 del Segundo 

Tribunal Colegiado del Sexto Circuito6, que señala lo 

siguiente:

“SINE ACTIONE AGIS. La defensa de carencia de 
acción o sine actione agis, no constituye propiamente 
hablando una excepción, pues la excepción es una 
defensa que hace valer el demandado, para retardar 
el curso de la acción o para destruirla, y la alegación 
de que el actor carece de acción, no entra dentro de 
esa división. Sine actione agis no es otra cosa que la 
simple negación del derecho ejercitado, cuyo efecto 
jurídico, solamente puede consistir en el que 
generalmente produce la negación de la demanda, o 
sea, el de arrojar la carga de la prueba al actor, y el de 
obligar al juez a examinar todos los elementos 
constitutivos de la acción.”

La falta de acción y derecho para reclamar el 
reembolso de la cantidad de $275,500.00 (doscientos 
setenta y cinco mil quinientos pesos 00/100 moneda 
nacional), es infundada, porque en ella expone que la 

actora es la responsable de la utilización de medios 

electrónicos para realizar operaciones bancarias; sin 

embargo, de acuerdo a lo expuesto con antelación, la 

demandada no demostró que la accionante haya efectuado 

la transacción de acuerdo a la carga probatoria a la que 

6 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, octava época, número 
cincuenta y cuatro, junio de mil novecientos noventa y dos, página sesenta y 
dos, registro 219050.
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está sujeta, y por tanto, la consecuencia a ello, es la 

devolución total de los fondos que le fueron sustraídos sin 

su consentimiento.

La de dolo y mala fe procesal es infundada porque 

no se evidenció oscuridad en la demanda, como lo 

menciona la institución bancaria; y, lo relativo a la 

inexistencia de reporte sobre las operaciones o relacionada 

al dispositivo electrónico, también es infundado, pues de 

acuerdo a los criterios sobre el tema que se abordó, no es 

necesario ejercer un reporte sobre robo o extravío de 

medios electrónicos para que prospere la acción, pues la 

carga de la prueba la tiene la demandada, para evidenciar 

que se cumplieron con los procedimientos para ejecutar 

debidamente las operaciones y que éstos son meramente 

atribuibles a la accionante.

SÉPTIMO. Procedencia de las prestaciones. Al 

haber resultado infundadas las excepciones y defensas 

hechas valer por la parte demandada y encontrarse 

acreditados los elementos constitutivos de la acción 

ejercida ante la ausencia del consentimiento de la actora 

para realizar la operación controvertida, lo procedente es:

1. Declarar judicialmente la nulidad absoluta de la 

operación señalada en la prestación marcada con el inciso 

A del escrito de demanda.

2. Condenar al banco demandado a reembolsar a la 

accionante de la cantidad de $275,500.00 (doscientos 
setenta y cinco mil quinientos pesos 00/100 moneda 
nacional), correspondiente al importe total del cargo 

declarado nulo.

Todo lo anterior, se deberá realizar dentro del 

perentorio plazo de cinco días, contado a partir de que la 

presente sentencia sea legalmente ejecutable; en caso de 

incumplimiento, procédase a la ejecución forzosa de la 
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presente sentencia conforme a las reglas previstas por la 

ley.

OCTAVO. Intereses. La accionante reclamó el pago 

de los intereses que se hayan generado con motivo de la 

disposición de la cantidad que era de su patrimonio, el cual 

fue por el monto de $275,500.00 (doscientos setenta y 
cinco mil quinientos pesos 00/100 moneda nacional). 

Al respecto, el artículo 362 del Código de Comercio, 

dispone lo siguiente:

“Artículo 362. Los deudores que demoren el pago de 
sus deudas, deberán satisfacer, desde el día siguiente 
al del vencimiento, el interés pactado para este caso, 
o en su defecto el seis por ciento anual.”

En ese tenor, del análisis integral de la demanda y de 

la contestación a ésta, no se aprecia que se hubiere fijado 

una tasa por concepto de las mencionadas cuestiones 

accesorias; por tanto, se condena a la demandada al pago 

del interés moratorio a razón del seis por ciento (6%) anual 

que corresponde a la cantidad cuyo pago se reclama, 

previsto en el artículo 362 del Código de Comercio, 

contado a partir de la fecha en que se efectuó el cargo 

reclamado, esto es, a partir del veintiuno de mayo de dos 

mil veinticinco, y hasta el día que realice la restitución del 

monto del cargo declarado nulo; lo cual será cuantificado 

en ejecución de sentencia, a través del incidente 

respectivo. 

Es así, porque es deber de la demandada demostrar 

que fue la actora quien efectuó el cargo controvertido, de lo 

contrario la declaración judicial de nulidad, tiene como 

consecuencia que los efectos del acto nulo se retrotraigan 

hasta el momento en que se realizaron los cargos de 

manera indebida.
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Sirve de apoyo, la jurisprudencia 1a./J. 93/2023 

(11a.)7, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, cuyo rubro y contenido se transcriben a 

continuación:

«CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE 
DÉBITO. PROCEDE EL PAGO DE INTERESES 
MORATORIOS POR LA DISPOSICIÓN DE DINERO 
SIN AUTORIZACIÓN DEL CUENTAHABIENTE A 
PARTIR DE QUE ÉSTE HACE EL AVISO 
CORRESPONDIENTE Y LA INSTITUCIÓN 
BANCARIA NO REEMBOLSA LAS CANTIDADES 
SUSTRAÍDAS. 

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito y un Pleno 
de Circuito sostuvieron un criterio distinto al analizar a 
partir de qué momento deben computarse los 
intereses moratorios con base en el artículo 362 del 
Código de Comercio por cargos indebidos realizados 
a cuentahabientes de una institución bancaria, a los 
que obliga la jurisprudencia 1a./J. 61/2020 (10a.), de 
rubro: "CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA 
DE DÉBITO. PROCEDE EL PAGO DE INTERESES 
MORATORIOS POR LA FALTA O RETRASO EN LA 
RETRIBUCIÓN DE LAS CANTIDADES 
SUSTRAÍDAS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 362 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO." 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación considera que el pago de 
intereses moratorios reclamados con base en el 
artículo 362 del Código de Comercio, debe 
contabilizarse a partir del aviso que hace la persona 
tarjetahabiente a la institución bancaria sobre los 
cargos no reconocidos y no a partir de la sentencia 
que declara la nulidad de los actos que originaron esta 
situación. 

Justificación: Se afirma lo anterior, pues en términos 
de la jurisprudencia 1a./J. 61/2020 (10a.) citada y del 
análisis sistemático a los artículos 267, 271, 272 y 273 
de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito; 332, 333, 334, 335 y 338 del Código de 

7 Semanario Judicial de la Federación, undécima época, registro digital 
2026917.
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Comercio; 46, 48, fracción I, y 48 Bis 2 de la Ley de 
Instituciones de Crédito y demás aplicables en materia 
bancaria, tratándose de cargos no reconocidos 
efectuados con tarjeta de débito, la institución 
financiera depositaria tiene la obligación de 
conservación y restitución del dinero cuya propiedad 
le transfirió́ la persona cuentahabiente y, por ende, 
cuando ocurre esta situación tendrá́ el deber de 
responder por los montos sustraídos y, si la institución 
bancaria depositaria del dinero no restituye el monto 
del cargo no reconocido a la titular de la tarjeta de 
débito vinculada a la cuenta de depósito que contrató, 
deberá́ pagar los intereses moratorios en razón del 
6% (seis por ciento) anual, en términos del artículo 
362 del Código de Comercio. Esto se debe a que la 
responsabilidad que provoca el descuido del dinero 
surge desde que se detecta su indebida disposición y 
no hasta la resolución favorable que se dicte en el 
proceso o procedimiento al que se obliga a la persona 
cuentahabiente a accionar para recuperar el dinero 
que la institución bancaria se niega a devolver, a 
pesar de tener que reembolsarlo; por tanto, no es 
adecuado acudir a la regla de que el acto produce sus 
efectos hasta en tanto no se declare su nulidad, como 
lo disponen los artículos 2226 y 2229 del Código Civil 
Federal, puesto que ésta se produce cuando es 
necesario acudir a juicio para demostrar un punto de 
derecho y, en este caso, la institución bancaria no 
debe obligar a sus clientes a reclamar lo que es suyo 
mediante un proceso o procedimiento, ya que la 
devolución de lo descuidado debe efectuarse con el 
solo aviso que realiza el cuentahabiente. Sin 
embargo, en caso de acudir a una vía procesal o 
procedimental, la declaración de nulidad de los 
cargos reclamados trae como consecuencia que 
los efectos se retrotraigan hasta el momento en 
que se realizaron los cargos de manera indebida, 
si la institución bancaria no devolvió, inmediatamente, 
el patrimonio afectado, lo cual no desconoce el hecho 
de que el banco puede y debe demostrar que el cargo 
fue realizado por el titular de la tarjeta de débito o 
alguno de sus autorizados; en cuyo caso, realizará las 
actuaciones que le marcan las leyes relativas y los 
lineamientos del Banco de México para evidenciar 
este hecho al cuentahabiente. Incluso, de haber 
restituido el presunto cargo no reconocido, tendrá 
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derecho a recuperar la cantidad correspondiente; así 
como a cobrar los intereses que, eventualmente, se 
hubieren devengado.»

Por lo expuesto, se declara infundada la excepción de 

falta de acción y derecho para reclamar el pago de 

intereses legales.

NOVENO. Gastos y costas. No es procedente 

decretar especial condena en cuanto a los gastos y las 

costas que se originaron por la tramitación del juicio en 

contra de la demandada, al no materializarse alguna de las 

hipótesis previstas en el artículo 1084 del Código de 

Comercio; además, porque este órgano jurisdiccional 

considera que la demandada no se condujo durante la 

tramitación del juicio con temeridad o mala fe.

Cobra aplicación por su idea jurídica aplicada analogía 

el criterio jurisprudencial PC.III.C.J/52C (10ª) emitido por el 

Pleno de Circuito, consultable a foja 1313, Libro 80, 

Noviembre de 2020, Tomo II, página 1313, consultable en 

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación del 

rubro y texto siguiente:

“COSTAS. NO PROCEDE SU CONDENA BAJO EL 
CRITERIO SUBJETIVO DE LA TEMERIDAD O 
MALA FE, PREVISTO EN EL PÁRRAFO PRIMERO 
DEL ARTÍCULO 1084 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
EN EL SUPUESTO DE QUE LAS PRUEBAS QUE 
OFREZCA LA INSTITUCIÓN BANCARIA 
RESULTEN INSUFICIENTES PARA ACREDITAR LA 
OPOSICIÓN A LA ACCIÓN DE NULIDAD DE 
CARGOS NO RECONOCIDOS. La jurisprudencia 
1a./J. 16/2019 (10a.), de la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, dispone que 
en asuntos en los que se demande la nulidad de 
cargos de operaciones bancarias, es a la propia 
institución a quien corresponde ofrecer pruebas 
pertinentes que acrediten que el usuario fue quien 
realizó la transacción, por ser quien cuenta con los 
mecanismos que facilitan su aportación. Así, si bien la 
carga de la prueba en esos asuntos recae en la 
institución bancaria, su insatisfacción –derivada de no 
ofrecer pruebas eficaces– no conlleva a tener por 
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actualizado el criterio subjetivo de temeridad o mala fe 
para imponer la condena en costas, porque la 
consecuencia de no aportar pruebas eficaces de que 
la operación bancaria la autorizara el cuentahabiente, 
y de que su sistema informático opera con seguridad y 
es confiable, sólo supone que la circunstancia fáctica 
queda indemostrada y repercute en su causa, debido 
a que según la noción de la carga probatoria, el sujeto 
obligado a satisfacerla se encuentra en absoluta 
libertad para elegir su conducta, ejecutándola o no, sin 
sujeción de coacción, y su inobservancia conlleva que 
no consiga el fin que satisface su propio interés, no 
una ventaja en perjuicio de alguien o el ejercicio de un 
derecho que no le corresponda, en tanto que tal 
insatisfacción perjudica a quien la incumple, y sin 
duda beneficia al demandante. A lo anterior se suma 
el hecho de que la institución crediticia cuenta con 
razón fundada para litigar, merced a la relación 
contractual que tiene celebrada con su cliente, en la 
que convinieron recíprocas obligaciones, lo que 
impide considerar su oposición deliberada y 
maliciosa.”

Con lo que se responde la excepción de falta de 

acción y derecho para reclamar el pago de gastos y costas.

Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los 

artículos 1321, 1322, 1324, 1325, 1327, 1329, 1390 bis 38 

y 1390 bis 39 del Código de Comercio, se:

R E S U E L V E:

PRIMERO. Es procedente la vía oral mercantil.

SEGUNDO. La actora acreditó los elementos 

constitutivos de la acción, mientras que la demandada no 

justificó sus excepciones.

TERCERO. Se declara la nulidad absoluta de la 

operación señalada en la prestación A del escrito inicial.

CUARTO. Se condena al banco demandado a 

reembolsar la cantidad de $275,500.00 (doscientos 
setenta y cinco mil quinientos pesos 00/100 moneda 
nacional), lo que deberá realizar dentro del perentorio 

plazo de cinco días, contado a partir de que la presente 
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sentencia sea legalmente ejecutable; en caso de 

incumplimiento, se ordena la ejecución forzosa.

QUINTO. Se condena al pago del interés moratorio, 

de conformidad con lo expuesto en el considerando 

respectivo.

SEXTO. No se hace especial condena en costas.

NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió y firma (electrónicamente) Ana Lilia 
Osorno Arroyo, Juez Segundo de Distrito en Materia de 

Extinción de Dominio con competencia en la República 

Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en 

el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México, ante 
Daniel Flores Martínez, secretario que autoriza y da fe. 

Se agrega la evidencia criptográfica de la presente determinación. 
Conste.
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aEl tres de marzo de dos mil veintiseis, el licenciado Daniel Flores Martínez,

Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Segundo de Distrito en Materia
de Extinción de Dominio con Competencia en la República Mexicana y
Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, hago
constar y certifico que en esta versión pública no existe información
clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


